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Los jóvenes adultos y el derecho de la niñez y de la 
adolescencia: CONTRASTE ENTRE ESPAÑA Y VENEZUELA

María Candelaria Domínguez Guillén
Abogada, Especialista en Derecho Procesal, Doctora en Ciencias mención “Derecho”, 

Profesora Titular de la Universidad Central de Venezuela

Edison Lucio Varela Cáceres
Abogado de la Universidad de Los Andes. Especialista en Derecho de la Niñez y de la 

Adolescencia,Profesor Instructor por concurso de oposición  
de la Universidad Central de Venezuela

Artículo 12. Actuaciones de protección. (…) 4. Cuando no pueda ser establecida la 
mayoría de edad de una persona, será considerada menor de edad a los efectos de lo 
previsto en esta ley, en tanto se determina su edad…

INTRODUCCIÓN

De la lectura de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de Modificación del 
Sistema de Protección a la Infancia y a la Adolescencia, se aprecia un nexo 
entre las instituciones de protección de niños y adolescentes y los jóvenes que 
aunque ya adultos, en diversos supuestos, requieren de una extensión de los 
efectos jurídicos producidos por el Derecho de la Niñez y de la Adolescencia.

Así, lo primero que se intuye es la regulación expresa del “principio de 
aproximación” cuando existe duda sobre la edad, en el contexto de ser tratado 
el sujeto siempre como si fueran menor, hasta que se dilucida el dato crono-
lógico. También, se observan innovaciones donde el objetivo es preparar al 
adolescente para la transición a la adultez, donde incluso algunas de las conse-
cuencias que producen institutos naturalmente de protección de la infancia se 
extienden a mayores de 18 años.

Las anteriores disposiciones tienen como soporte la Convención sobre los 
Derechos del Niño y por ello existe una evidente recepción de sus postulados 
por los países suscritores, como es el caso de España y Venezuela, elemento 
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que justifican efectuar breves comentarios sobre la reglamentación de dicha 
materia en ambos ordenamientos jurídicos.

I. 	 EL DERECHO DE LA NIÑEZ Y DE LA ADOLESCENCIA Y SU 
EXTENSIÓN PARA LOS ADULTOS JÓVENES

Una de las particularidades que presenta el Derecho de la Niñez y de la 
Adolescencia es que sus normas están dirigidas a regular un determinado gru-
po etario –sujetos menores de 18 años de edad 1–, que por su peculiaridad de-
mandan de normas especiales 2. La línea que marca la diferencia entre mino-
ridad y mayoridad viene dada simplemente por la edad de 18 años 3. La edad 
constituye así una circunstancia modificativa de la capacidad de la persona 4. 
Ahora bien, se observa que en algunos supuestos los legisladores han ensan-
chado los efectos jurídicos de los institutos a los jóvenes adultos 5 que en princi-
pio debieran ser normados por los sistemas ordinarios.

1	  Vid. en España CE (art. 12), CC (art. 315) y Ley Orgánica 1/1996, de protección 
jurídica del menor… (art. 1). Para Venezuela el texto que adecua el modelo de la CSDN en 
el orden interno es la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente de 1998, 
publicado en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela núm. 5266 extraordinario, de 
2-10-98, entrando en vigencia el 1-4-00; reformada según GO núm. 5859 extraordinario, 
de 10-12-07, pasando a denominarse: “Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y 
Adolescentes” y posteriormente según GO núm. 6185 extraordinario, de 8-6-15, –en adelan-
te LOPNNA– (art. 2), CC (art. 18).

2	  Vid. VARELA CÁCERES, Edison Lucio: “Introducción al Derecho de la Niñez y de 
la Adolescencia”. En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia, núm. 4, Caracas, 2014, 
págs. 129-169.

3	  Vid. RAVETLLAT BALLESTÉ, Isaac: “¿Por qué dieciocho años? la mayoría de 
edad civil en el ordenamiento jurídico civil español”. En: Anales de la Cátedra Francisco Suárez, 
núm. 49, Granada, 2015, págs. 129-154, http://revistaseug.ugr.es/index.php/acfs/article/
viewFile/3280/3308; PARRA LUCÁN, María Ángeles y ARENAS GARCÍA, Rafael: “Minoría 
de edad”. En: Tratado de Derecho de la persona física. T. I. Civitas-Thomsom Reuters. M. Gete-
Alonso y Calera director y J. Sole Resina coord. Madrid, 2013, págs. 579-641; DOMÍNGUEZ 
GUILLÉN, María Candelaria: “Minoridad y mayoridad: consideraciones conceptuales”. En. 
Revista de Derecho, núm. 33, TSJ, Caracas, 2010, págs. 193-219; DOMÍNGUEZ GUILLÉN, 
María Candelaria: Manual de Derecho Civil I Personas. Ed. Paredes. Caracas, 2011, págs. 333-
348 y 428-433.

4	  LÓPEZ SÁNCHEZ, Cristina: La responsabilidad civil del menor. 2ª reimp., Dykinson. 
Madrid, 2003, pág. 39; PARRA LUCÁN y ARENAS GARCÍA: ob. cit., pág. 581, la edad es el 
dato que utiliza el ordenamiento para atribuir capacidad de obrar, así como atribuir capaci-
dades especiales.

5	  Dentro del concepto “jóvenes adultos” se incluyen a toda persona que sea ma-
yor de edad según su sistema legal, que no posea autonomía económica por cuanto se en-
cuentra en etapa de formación universitaria o en la búsqueda del primer empleo. Vid. Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores 
donde en la Exposición de motivo señala: “… los mayores de 18 años y menores de 21 (…) 
reciben, a los efectos de esta Ley, la denominación genérica de ‘jóvenes’”. Véase art. 79 de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela –en adelante CRBV–.
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Lo anterior, a nuestro parecer, obedece a que el punto de inflexión de los 
sistemas de protección –que tienen por modelo la CSDN– es la ponderación 
del niño o adolescente como una persona en desarrollo que va ampliando sus 
potencialidades en la medida que va aumentando su edad y adquiriendo nue-
vas experiencias de vida, lo cual no concluye el día en que cumple su decimoc-
tavo cumpleaños. Así, un individuo aunque sea legalmente adulto, continua 
formándose y es por ello que el legislador ha considerado conveniente ampliar 
puntualmente algunas figuras a los jóvenes adultos por cuanto se mantiene la 
justificación inicial que explica el sistema de protección integral de la infancia, 
aunque en este caso aplicado a un adulto.

Adicionalmente, se debe añadir que la barrera cronológica o mayoría de 
edad ha sufrido diversas transformaciones en su enfoque. Así, en un inicio se 
observó que en los modelos decimonónicos –representado por el CC– la edad 
que determinaba la independencia del individuo incluía a los jóvenes adultos 
–25 años–, siendo que paulatinamente se fue reduciendo la edad para distin-
guir entre menores y mayores –recuérdese que se pasó de los 25, a los 23, 21 y 
finalmente a los 18 actuales 6–. Por su parte, el modelo hoy vigente tiende es a 
una ampliación en cuanto a la capacidad de ejercicio de los niños o adolescen-
tes y, al mismo tiempo, a un ensanchamiento de los mecanismos de protección 
para los jóvenes mayores de 18 años de edad 7, aspecto último que se desarro-
llará en las líneas siguientes.

II. 	 EL PRINCIPIO DE APROXIMACIÓN ETARIA

La Ley 26/2015, que nos sirve de aliciente para estos comentarios, intro-
duce expresamente un principio sectorial en esta materia (art. 12.4) 8, que 

6	  Vid. HURTADO MUÑOZ, Vicente: “La Ley de 13 de diciembre de 1943 (mayoría 
de edad civil) y sus repercusiones sobre el artículo 4 del Código de Comercio”. En: Revista 
Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 224, Madrid, 1947, págs. 22 y ss.

7	  En todo caso recuerda LASARTE, Carlos: “Artículo 12. Mayoría de edad”. En: 
Comentarios a la Constitución Española de 1978. T. II. Director Óscar Alzaga Villaamil. Cortes 
Generales-EDERSA, Madrid, 1997, pág. 173, que aunque se reconociera apropiado reba-
jar la edad ello no debía implicar el perjuicio “que para los jóvenes supondría el que sus 
mayores les privaran de los medios necesarios para continuar sus estudios o su formación 
profesional, se aconsejaba la adopción de las medidas aptas para mitigar semejante even-
tualidad, en cuanto derivación necesaria de la reducción del deber de sostenimiento que, 
sin embargo, pesa sobre los padres durante la minoría de edad de sus hijos”. O en palabras 
más sugerentes, CARBONNIER, Jean: Ensayos sobre las leyes. Civitas. Luis Diez-Picazo, trad. 
Madrid, 1998, pág. 97, “La proclamación de independencia jurídica no es otra cosa que un 
falso semblante si, por falta de recursos personales, el mayor debe seguir siendo económica-
mente dependiente de sus padres. De esta suerte, el calendario actual de los estudios –por 
no decir nada de las dificultades del primer empleo– colocan de facto a categorías enteras de 
neomayores en un estado de minoría prolongada”.

8	  Vid. VARELA CÁCERES, Edison Lucio: “Introducción a los principios genera-
les del Derecho: especial referencia a los principios sectoriales del Derecho Laboral”. En: 
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puede denominarse “principio de aproximación etaria”, según el cual ante la 
duda sobre la edad de un joven debe presumirse menor de edad y con ello titu-
lar de los derechos propios de este grupo. Además, incorpora un protocolo de 
actuación dirigido a clarificar la edad concreta que detenta la persona, tiempo 
en el cual se le tratará como adolescente hasta que se pueda dilucidar con cer-
titud la edad verdadera 9.

Por su parte, la LOPNNA desde un inicio incorporó el referido principio 
enunciándolo en los siguientes términos: “… Si existiera dudas acerca de sí 
una persona es adolescente o mayor de 18 años, se presumirá adolescentes, 
hasta prueba en contrario” (art. 2).

Las distorsiones en cuanto a la edad poseen especial repercusión en hipó-
tesis de menores extranjeros no acompañados 10 y en materia de responsabili-
dad penal del adolescente 11, casos en los cuales puede no tenerse a la mano los 
documentos de identidad que permitan saber la edad real del individuo y así 
determinar cuál es el régimen legal aplicable. Por tanto, el presente principio 
aspira a resolver esta situación de una forma cónsona con los fines proteccio-
nistas del sistema.

A tono de continuar con la interpretación más favorable al menor, por 
ejemplo, respecto del momento en que se adquiere la mayoridad se ha indi-
cado que la idea más ajustada a su protección viene dada por la media noche 
del final del día del cumpleaños número 18 (art. 315 CC). Por aplicación del 
principio in dubio pro reo iuvenali como un refuerzo a los principios protectores 
del menor perfectamente aplicable al ámbito civil 12.

Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia, núm. 5, Caracas, 2015, págs. 273 y ss. cfr. 
VARELA CÁCERES, Edison Lucio: Los principios sectoriales del Registro del Estado Civil. UCV. 
Trabajo de ascenso a la categoría de profesor asistente. Caracas, 2017, págs. 48 y ss.

9	  Recientemente, el Comité de los Derechos del Niño tuvo conocimiento de una 
queja sobre el estado Español, dentro del procedimiento de comunicaciones, en la cual se 
discutía sobre la determinación de la edad de una persona proveniente de Ghana que ale-
gaba que era menor de edad y, sin embrago, fue tratado como adulto, lamentablemente el 
asunto fue despachado por el Comité declarándolo inadmisible por razonamientos forma-
les, pues la supuesta vulneración había ocurrido antes de que entrara en vigor el Protocolo 
Facultativo que permite al Comité el conocer de tales quejas (Comunicación núm. 1/2014, 
adoptada el 18-5-15). 

10	  Vid. Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social (art. 35.3) y Real Decreto 557/2011, de 20 
de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos 
y libertades de los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma por Ley 
Orgánica 2/2009 (art. 190).

11	  Vid. art. 534 LOPNNA.
12	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho Civil I…), págs. 336-339; 

CILLERO BRUÑOL, Miguel: “De la tutela a las garantías: consideraciones sobre el proce-
so penal y la justicia de adolescentes”. En: Revista de Derecho del Niño, núm. 2, Universidad 
Diego Portales-UNICEF, Santiago de Chile, 2003, pág. 77.
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III. 	 MECANISMOS DE PREPARACIÓN PARA LA MAYORIDAD

A la par del anterior principio, la Ley 26/2015 (art. 22 bis) incorpora al-
gunas experiencias previas de las comunidades autonómicas, en las cuales se 
han implementado programas, por parte de las entidades públicas, dirigidos a 
“preparar para la vida independiente a los jóvenes ex tutelados”.

Como se intuye, la intención del legislador es simplificar la transición del 
menor de edad tutelado a la vida adulta, incluso establece la Ley en comen-
tario la obligatoriedad de que las entidades de atención dispongan de “pro-
gramas y recursos destinados al apoyo y orientación de quienes, estando en 
acogimiento, alcancen la mayoría de edad y queden fuera del sistema de pro-
tección” (art. 11.4).

Ciertamente, la idea es que el menor tutelado comience a desarrollar sus 
potencialidades para que una vez arribado a la adultez se incorpore plenamen-
te en todos los campos de la sociedad donde posea interés y no tenga que re-
currir a otros mecanismos de protección social. Así, finalizado el acogimiento 
deberá el joven poseer las destrezas para continuar sus estudios o aprender 
un oficio que le permita su acceso al sistema universitario o laboral. De hecho 
para el acogimiento residencial (art. 21.1.f) se establece que una de las obliga-
ciones de las entidades públicas consistirá en: 

f. potenciarán la educación integral e inclusiva de los menores, con especial con-
sideración a las necesidades de los menores con discapacidad, y velarán por su 
preparación para la vida plena, de manera especial su escolaridad y formación. 
En el caso de los menores de 16 a 18 años uno de los objetivos prioritarios será 
la preparación para la vida independiente, la orientación e inserción laboral…

En el caso del modelo venezolano no se establecen normas similares, sin 
embargo ello no es obstáculo para la implementación de programas “de apoyo 
u orientación” dirigidos específicamente a la integración de los adolescentes 
y jóvenes a la vida adulta o “de formación, adiestramiento y capacitación” (art. 
124 LOPNNA), los cuales se encuentran en perfecta sincronía con los fines del 
Estado (art. 3 CRBV), concretamente la Ley Orgánica estipula:

Artículo 58.- Vínculo entre la educación y el trabajo. El sistema educativo 
nacional estimulará la vinculación entre el estudio y el trabajo. Para ello, 
el Estado promoverá la orientación vocacional de los y las adolescentes y pro-
piciará la incorporación de actividades de formación para el trabajo en la 
programación educativa regular, de forma tal que armonicen la elección de la 
profesión u oficio con el sistema de enseñanza y con las necesidades del desarro-
llo económico y social del país.

En efecto, es un objetivo medular de los sistemas de protección integral 
el fomentar la incorporación de los menores de edad a la ciudadanía activa 13, 

13	  La referencia a la “ciudadanía activa” en el contexto del derecho a la participa-
ción es precisada en España desde la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección 
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lo cual obviamente está pensado para que su partición en la vida colectiva tras-
cienda una vez arribada la adultez.

IV. 	 ALGUNOS INSTITUTOS QUE SE EXTIENDEN A LOS JÓVE-
NES ADULTOS

También, existen casos donde los jóvenes adultos reciben algún tipo de 
protección que, aunque diseñada en principio para los menores de edad, se 
extiende a ellos por afinidad.

1. 	 Alimentos entre parientes

En materia de alimento existen diferentes tipologías, están los que se de-
ben recíprocamente los cónyuges, los que deben los padres a los hijos menores 
de edad y los que tienen un soporte en un estado de necesidad del alimentado. 
Los dos primeros representan propiamente cargas familiares. Por su parte, los 
que demandan un estado de necesidad y se deben entre parientes, son propia-
mente los alimentos a que podría aspirar un mayor de edad y se fundamentan 
en la solidaridad 14.

Es el caso que en el ordenamiento español, existe una distinción relevan-
te en lo tocante al contenido de la prestación de alimento, pues si bien todas 
implican lo “indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia mé-
dica”, en lo referente a “educación e instrucción del alimentista” corresponde 
“mientras sea menor de edad y aun después cuando no haya terminado su 
formación por causa que no le sea imputable” (art. 142 CC). En tal sentido, 
el deber de educar no se limita a llevar a los hijos al centro escolar sino que se 
extiende a toda clase de estudios incluyendo la formación de los mayores de 
edad a fin de proporcionar una formación integral 15.

Lo anterior implica una extensión para el mayor de edad en lo referente 
a los gastos de educación, que en principio corresponden únicamente a los 
menores de edad 16. Esta prolongación se encuentra condicionada a que la fi-
nalización de los estudios no obedezca a causas atribuibles al alimentista. 

jurídica del menor… (art. 7.1) y en Venezuela en la CRBV (art. 78) y LOPNNA (art. 81). 
14	  STS, Sala de lo Civil, resolución núm. 558/2016, 21-09-16, “El derecho de alimen-

tos del hijo mayor de edad continuado o sobrevenido a la extinción de la patria potestad 
conforme al artículo 93.2 del CC se apoya fundamentalmente en lo que la doctrina civilista 
ha denominado ‘principio de solidaridad familiar’ que, a su vez, debe ponerse en relación 
con la actitud personal de quien se considera necesitado (art. 152 CC)”.

15	  DE TORRES PEREA, José Manuel: Interés del Menor y Derecho de Familia. Una perspec-
tiva multidisciplinar. Iustel. Madrid, 2009, pág. 134.

16	  Como indica, CALLIZO LÓPEZ, María Ángeles: “Obligación legal de alimentos 
respecto de los hijos mayores de edad: análisis del artículo 66 de la Ley 13/2006, de 27 de di-
ciembre, de Derecho de la Persona”. En: Revista de Derecho Civil Aragonés, núm. 14, Zaragoza, 
2008, pág. 61, “En nuestra sociedad actual se constata un incremento de las obligaciones de 
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Otro caso de extensión se observa en el supuesto de que el alimentista 
posea una condición de discapacidad y carezca de recursos económicos su-
ficientes para satisfacer sus necesidades a lo largo de su vida (art. 237-3 CC 
Cataluña) 17.

Ahora bien, siendo que la relevancia de la reclamación de los alimentos 
entre parientes se visualiza es en los casos de ruptura de la relación de pareja 
–separación, nulidad o divorcio–, el legislador ha incorporado disposiciones 
en las cuales establece que el juez en tales procesos familiares se pronuncie 
sobre los alimentos de los hijos mayores de edad (art. 93 CC), así como normas 
adjetivas mediante las cuales se permite que se fije a favor del hijo mayor de 
edad la prestación de alimento (arts. 233-1.1.e, 233-2.4 y 233-4.1 CC Cataluña).

Por su parte, en el ordenamiento jurídico venezolano es el CC el que dis-
ciplina la tradicional “obligación de alimento” la cual opera en principio para 
los adultos, pues si se está al frente de un niño o adolescente la misma es deno-
minada: “obligación de manutención” por la LOPNNA 18.

La obligación de alimentos en general se traduce en una obligación o de-
ber familiar de socorro económico, derivado del deber de solidaridad fami-
liar 19, que precisa los requisitos de vínculo familiar, capacidad económica del 
obligado y estado de necesidad del requirente 20.

La “obligación de manutención”, como se indicó, constituye una de las 
piezas claves en materia de instituciones familiares, especialmente en caso de 
separación de los progenitores, a la par, de la custodia y el régimen de convi-

los padres respecto de los hijos mayores de edad, dado que el mero hecho objetivo de al-
canzar la mayoría de edad no es garantía de una independencia económica de los mismos, 
pues siguen inmersos en sus estudios”.

17	  En tal sentido, STS 10-7-14, ha establecido doctrina señalando que las pensio-
nes alimenticias para hijos que sufren una discapacidad no se extinguen automáticamente 
cuando el hijo cumple la mayoría de edad, sino que debe mantenerse siempre y cuando 
siga viviendo en el domicilio familiar y carezca de recursos para mantenerse por sí mismo, 
http://cadenaser.com/ser/2014/07/10/espana/1404949823_850215.html. Vid. PÉREZ 
RAMOS, Carlos: “El problema de la capacidad de obrar de los discapaces”. En: Notario del 
siglo XXI, Revista on line del Colegio Notarial de Madrid, núm. 42, Madrid, 2012, http://www.
elnotario.es/index.php/hemeroteca/revista-42; GARCÍA GARNICA, María del Carmen: 
“Discapacidad y dependencia (I): concepto y evolución jurídica”. En: Tratado de Derecho de 
la persona física. T. II. Civitas-Thomsom Reuters. M. Gete-Alonso y Calera director y J. Sole 
Resina coord. Madrid, 2013, págs. 173-210.

18	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: “Innovaciones de la Reforma 
de la LOPNA en materia de patria potestad”. En: Revista de Derecho, núm. 28, TSJ, Caracas, 
2008, pág. 170.

19	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: Manual de Derecho de Familia. 2ª 
Ed. Paredes, Caracas, 2014, págs. 39-62.

20	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria y VARELA CÁCERES, Edison 
Lucio: “La pensión compensatoria en el Derecho venezolano: Escasa aproximación legisla-
tiva”. En: Actualidad Jurídica Iberoamericana, núm. 5 bis, Valencia, 2015, págs. 166-188, http://
idibe.org/wp-content/uploads/.../6._Mª._Candelaria_Domínguez_pp._166-188.pdf.
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vencia familiar 21. La misma es automática, necesaria, vital e imperativa respec-
to de los hijos menores de edad. De tal suerte, que lo que se suele discutir en 
sede judicial básicamente es el monto o las condiciones correspondientes. El 
necesario auxilio económico de los progenitores a sus hijos menores es estric-
tamente necesario para su desarrollo físico y mental.

Ahora bien, excepcionalmente, la mayoridad no es causa de extinción de 
la obligación de manutención que prevé la LOPNNA (art. 383.b). Ello ocurre 
en dos supuestos:

Cuando el hijo mayor de edad “padezca discapacidades físicas o mentales 
que le impidan proveer su propio sustento”. La discapacidad supone una afec-
ción física, mental o sensorial que le impide al sujeto desarrollarse o integrarse 
en las mismas condiciones que quienes no están afectados por estas 22. El orde-
namiento venezolano a tono con las convenciones internacionales, contiene 
normas protectoras en este sentido 23. Entonces, la norma indicada simplemen-
te constituye una proyección de tal protección en el ámbito de la obligación de 
alimentos.

En tal sentido, la LOPNNA en estos casos pretende evitar la aplicación del 
régimen ordinario del CC en materia de obligación de alimentos (arts. 282 y 
ss.) 24, considerando que es más especializada y adecuada la protección de la 
normativa a favor del menor de edad, así como la intervención del juez del 
niño, por ende consagra una extensión de tal modelo a los hijos adultos con 
discapacidad física o mental 25. Prolongación, que como se dijo alcanza inclusi-
ve la competencia de los juzgados del niño y del adolescente por considerarse 
una “proyección” de una obligación preexistente 26.

21	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: “Las tres instituciones familia-
res claves en materia de niñez y adolescencia”. En: Revista de Derecho de la Defensa Pública, 
núm. 1, Caracas, 2015, págs. 49-67, http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/
RDEFPUB/1/rdefpub_2015_1_49-67.pdf.

22	  Vid. TORREALBA SÁNCHEZ, Miguel Ángel y DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María 
Candelaria: “Aspectos generales del régimen legal de la discapacidad (especial referencia al 
autismo)”. En: Revista de Derecho, núm. 34, TSJ, Caracas, 2012, págs. 157-186; DOMÍNGUEZ 
GUILLÉN, María Candelaria: “La protección jurídica de los impedidos”. En: Revista 
de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, núm. 121, UCV, Caracas, 2001, págs. 13-68; 
DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: “La protección constitucional de los incapa-
ces”. En: Temas de Derecho Administrativo. Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani. Vol. I. TSJ. 
Caracas, 2002, págs. 609-658.

23	  Vid. Ley para las Personas con Discapacidad, GO núm. 38598, de 5-1-07 (art. 5) y 
Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley Aprobatoria en: GO núm. 
39236, de 6-8-09). 

24	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), págs. 39 y ss.
25	  Ibíd., págs. 54 y 55.
26	  Vid. TSJ/Sala Constitucional, sent. núm. 1756, del 23-8-04, http://www.tsj.gov.

ve/decisiones/scon/Agosto/1756-230804-04-1019%20.htm; TSJ/Sala Plena, sent. núm. 70, 
de 11-8-11, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/tplen2/agosto/70-11811-2011-2009-000248.
html, entre otras.
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De allí que puede arribarse a una conclusión semejante a lo que anterior-
mente se indicó que acontece en España donde se afirma que la manutención 
para el hijo con discapacidad no tiene límite de edad.

El otro supuesto en donde operaria la referida extensión, sería: “cuando 
se encuentre cursando estudios que, por su naturaleza, le impidan realizar tra-
bajos remunerados, caso en el cual la obligación puede extenderse hasta los 25 
años de edad, previa aprobación judicial”.

La doctrina a propósito de la educación “formal” como parte del deber de 
los progenitores era clara en considerar que los progenitores están obligados 
a seguir con la manutención económica de sus hijos a efectos de completar su 
educación. Pues, el solo hecho de la mayoridad no los califica para contar con 
una profesión u oficio que les permita valerse por sí mismos.

La educación profesional, tiene que ver con ofrecer una educación for-
mal integral al hijo, que ciertamente supere la básica y diversificada. La CSDN 
(art. 28.b y c), alude a la enseñanza profesional y superior. Es bien sabido que 
los progenitores no cumplen con tal deber si teniendo medios para ello no 
ofrecen al hijo una profesión o un oficio con el que puedan valerse por sí 
mismos 27. Ese es el sentido de la LOPNNA (art. 383.b) cuando extiende la obli-
gación de manutención hasta los 25 años de edad por razones de estudio 28. 

27	  Vid. WILLS, Lourdes: La guarda del menor sometido a patria potestad. UCV. Caracas, 
1987, pág. 46, no es otro el sentido de la ley cuando indica que la educación tendrá por 
finalidad crear ciudadanos aptos para la vida; DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual 
de Derecho Civil I…), págs. 369 y 370; DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: 
Ensayos sobre capacidad y otros temas de Derecho Civil. 3ª, TSJ. Caracas, 2010, págs. 209-213; 
DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: “La educación del menor como contenido 
esencial de la guarda”. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, núm. 116, 
UCV, Caracas, 1999, págs. 347-372; SPÓSITO CONTRERAS, Emilio: La educación de los 
hijos como elemento esencial de la responsabilidad de crianza. UCV. Trabajo de ascenso para 
optar a la categoría de profesor asistente. Caracas, 2011; SPÓSITO CONTRERAS, Emilio: 
Nuestras primeras necesidades. La moral y las luces de Simón Bolívar en la Constitución vigente. 
TSJ. Caracas, 2013, págs. 213-215; Jurisprudencia Ramírez y Garay. T. 162, págs. 80-82, sent. 
del 19-1-00, los progenitores están obligados a ayudar a sus hijos mayores cuando estos se 
encuentren estudiando y no puedan, en consecuencia, cubrir por sí mismos la satisfac-
ción de sus necesidades; Jurisprudencia Ramírez y Garay. T. 82. Caracas, 1983, págs. 125 y 
126, sent. del 28-4-83, la obligación de los padres a efectos de alimentos y educación no 
cesa por el hecho de alcanzar la mayoridad.

28	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), pág. 212, nota 
135, no creemos que porque la norma se refiera a “estudios que, por su naturaleza, le im-
pidan realizar trabajos remunerados” se pretenda establecer una “categoría” de carreras o 
estudios universitarios que en razón de una pretendida dificultad sean los que dieran lugar 
a la extensión de la obligación de manutención. Ciertamente, ello propiciaría distinciones 
arbitrarias y subjetivas porque las dificultades en el estudio de una profesión dependen de 
múltiples factores. En todo caso, si los padres cuentan con medios económicos los hijos de-
berían dedicarse tiempo completo a sus estudios superiores, porque el tiempo para estudiar 
es único y el rendimiento en cualquier carrera es superior si no existe necesidad laboral.
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Después de esta edad, el asunto estará regido por los requisitos de la obliga-
ción de alimentos en general 29.

Ahora bien, no es descartable que después de la citada edad de los 25 años 
los hijos sigan precisando estudios vitales para completar su formación lo cual 
escapará del conocimiento de la jurisdicción de menores. Superada tal edad 
podría el juez civil apreciar las circunstancias particulares del caso concreto y 
considerar que la “necesidad” no está en función de la posibilidad temporal 
de trabajar, si la misma va en perjuicio de un logro vital que necesita alcanzar 
el reclamante para valerse por sí mismo en el futuro 30. Lo que efectivamente 
podría presentase en la dinámica de la vida profesional 31. Los artículos 76 de 
la CRBV y 358 de la LOPNNA aluden a la obligación de los progenitores de 
formar, educar, mantener y asistir a los hijos, pero como bien ha señalado la 
doctrina esa obligación no se cumple cabalmente si no se concede una educa-
ción profesional 32.

2. 	 Regímenes de protección

Otro caso de extensión en el ordenamiento español se aprecia en el su-
puesto de la patria potestad “prorrogada” o “rehabilitada”. Ciertamente, esta 
institución fue diseñada ordinariamente para los menores de edad no eman-
cipados, no obstante, se puede extender a los mayores de edad que padezcan 
una incapacidad (art. 171 CC). Semejante, solución se observa en el caso de la 
tutela (arts. 776 y 778 CC).

Vale indicar que en Venezuela, no existe una figura similar a la potestad 
parental prorrogada, pues los progenitores podrán asumir la “tutela” del hijo 
mayor de edad no obstante la ausencia de ciertas formalidades dada su con-
dición de padres (arts. 398 y 400 CC). Pero más recientemente se ha conside-
rado a los juzgados de protección del niño y adolescente competentes para 
declarar la “incapacitación” de los adultos que padecen de una discapacidad 
mental desde la infancia 33. Ello sin perjuicio de que siendo la interdicción una 

29	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), págs. 54-57.
30	  Vid. Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y 

Bancario, del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del estado Sucre, sent. 3-4-
13, exp. 15.038, http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2013/abril/1243-3-15.038-ABR-054-13.
html.

31	  Creemos que ello pudiera plantearse por ejemplo, respecto de hijos que superen 
los 25 y años y precisen de estudios indispensables –inclusive de cuarto nivel– que por su 
costo y dedicación harían muy pesada la carga de trabajo simultáneo. Tal situación –a nues-
tro criterio– es subsumible en el estado de necesidad o imposibilidad del requirente, en lo 
que respecta a los alimentos que pudiera eventualmente reclamarle el hijo a los progenito-
res de tener éstos capacidad económica. 

32	  Vid. WILLS, Lourdes: La educación del hijo sometido a patria potestad. Ed. Torino. 
Caracas, 2001, págs. 72-74.

33	  Vid. TSJ/Sala Plena, sent. núm. 21, de 14-3-17; TSJ/Sala Constitucional, sent. 
núm. 289, de 18-3-15, “determina la competencia de los juzgados especializados en la pro-
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institución de adultos, pueda afectar como “sujetos pasivos” a los menores de 
edad. Concretamente, en el caso de los menores emancipados y en el supuesto 
de los menores en el último año de su minoridad (art. 394 CC) 34.

3. 	 Adopción

Es bastante conocido el caso de la extensión de la adopción –que en prin-
cipio opera para los menores de 18 años de edad– a los mayores que se en-
cuentren integrados al hogar adoptivo durante la minoridad. Tanto el ordena-
miento español (art. 175.2 CC) como venezolano (art. 408 LOPNNA) regulan 
tal supuesto. Este último ordenamiento, incluye además como excepciones 
las hipótesis de que exista relación de parentesco o se trate del hijo del otro 
cónyuge 35. 

4. 	 Reagrupación familiar

Por otra parte, España –y en general Europa– ha vivido importantes mo-
vimientos migratorios que lo ha obligado a tomar medidas para regular la re-
sidencia legal en su territorio, así una figura de relevancia en esta materia es 
el caso de la reagrupación familiar la cual opera, entre otros supuestos, para 
los hijos menores de 18 años, ella puede extenderse a los mayores de edad 
“con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias 
necesidades debido a su estado de salud” (arts. 17.1.b y c de la Ley Orgánica 
4/2000 y 53.c y d del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000). En Venezuela, 
no se observan movimientos migratorios que justifique este instituto.

5. 	 Atribución del uso de la vivienda familiar

También en el ordenamiento español, una vez ocurrida una crisis de la 
pareja, se ha discutido en los tribunales si el hecho de existir hijos mayores de 
edad que convivan con uno de los cónyuges da preferencia para la atribución 
del uso de la vivienda familiar, como ocurre en el caso de hijos menores de 
edad (art. 96 CC), al respecto ha indicado el Tribunal Supremo:  

tección de niños, niñas y adolescentes para conocer de oficio o a instancia de parte, del 
procedimiento de incapacidad de las personas que habiendo adquirido la mayoría de edad, 
ostentan una discapacidad, total o parcial, de carácter intelectual congénita o surgida en la 
niñez o en la adolescencia”. 

34	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho de Civil I…), pág. 436; 
DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), pág. 358; DOMÍNGUEZ 
GUILLÉN: María Candelaria: “El procedimiento de incapacitación”. En: Revista de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Políticas, núm. 122, UCV, Caracas, 2001, págs. 295 y 296, www.ulpiano.org.
ve/revistas/bases/artic/texto/.../122/rucv_2001_122_259-402.pdf.

35	  Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Manual de Derecho de Familia), págs. 275 y 
276. Sin embargo, el TSJ/Sala de Casación Civil, sent. núm. 00160, de 10-3-04, ha sostenido 
la aplicación a estos casos de la “Ley de Adopción” –no obstante estar derogada (art. 684 
LOPNNA)–.
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Así, mientras la protección y asistencia debida a los hijos menores es incondi-
cional y deriva directamente del mandato constitucional, no ocurre igual en 
el caso de los mayores, a salvo de una Ley que así lo establezca (…) Que la 
prestación alimenticia y de habitación a favor del hijo mayor aparezca desvin-
culada del derecho a usar la vivienda familiar mientras sea menor de edad, 
se traduce en que, una vez alcanzada la mayoría de edad, la subsistencia de 
la necesidad de habitación del hijo no resulte factor determinante para adju-
dicarle el uso de aquella, puesto que dicha necesidad del mayor de edad habrá 
de ser satisfecha a la luz de los artículos 142 y ss. del CC, en el entendimiento 
de que la decisión del hijo mayor sobre con cual de los padres quiere convivir, 
no puede considerarse como si el hijo mayor de edad ostentase algún derecho 
de uso sobre la vivienda familiar, de manera que dicha elección conllevara la 
exclusión del otro progenitor del derecho a la utilización de la vivienda que le 
pudiera corresponder 36. 

Entonces, aunque el derecho de preferencia sobre la atribución del uso de 
la vivienda familiar se ha extendido en algunos fallos de instancia, el Tribunal 
Supremo ha fijado como precedente que tal opción no se ajusta al instituto en 
el supuesto de los hijos mayores de edad, pues su decisión sobre con cual pro-
genitor convive una vez separados los padres, no debe influir en este aspecto, 
al no existir norma al respecto.

Por su parte, en Venezuela más allá de un marco normativo general 37, no 
apreciamos referencias concretas que nos permitan hacer un contraste sobre 
el punto. 

v.	 CONCLUSIONES

Diversos son los casos en los cuales el ordenamiento jurídico ha pon-
derado a los jóvenes adultos como sujetos favorecidos con la aplicación del 
Derecho de la Niñez y de la Adolescencia por vía de extensión. Tal proceder se 
visualiza adecuado a los principios que inspiran dicha área del Derecho, aun-
que ocurra excepcionalmente. 

En definitiva, no se puede dejar de recordar que la infancia y la adoles-
cencia están regidas por principios protectores especiales, que tuvo a bien el 
legislador de considerarlos extensibles a los supuestos indicados, dadas sus 
particularidades también especiales y equivalentes. Es así como grosso modo, 

36	  STS, Sala de lo Civil, resolución núm. 741/2016, 21-12-16. Vid. STS, Sala de lo 
Civil, resolución núm. 604/2016, 06-10-16, “… adquirida la mayoría de edad por los hijos, 
tal variación objetiva hace cesar el criterio de atribución automática del uso de la vivienda 
que el art. 96 establece a falta de acuerdo entre los cónyuges, y cabe plantearse de nuevo el 
tema de su asignación, pudiendo ambos cónyuges instar un régimen distinto del que fue 
asignación inicialmente fijado por la minoría de edad de los hijos, en concurrencia con 
otras circunstancias sobrevenidas”.

37	  Vid. WILLS, Lourdes: “Protección jurídica de la vivienda familiar”. En: Revista de 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, núm. 138, UCV, Caracas, 2012, págs. 37-63.
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constatamos que los ordenamientos jurídicos español y venezolano presentan 
puntos comunes que ratifican la extensión protectora de algunas instituciones 
de la minoridad una vez alcanzado el estatus de mayor de edad. 
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